

[image: image]




[image: image]




[image: image]


Universidad Nacional Autónoma de México


Enrique Luis Graue Wiechers
Rector


Leonardo Lomelí Vanegas
Secretario General


Alberto Ken Oyama Nakagawa
Secretario de Desarrollo Institucional


SEMINARIO UNIVERSITARIO DE ESTUDIOS SOBRE SOCIEDAD, INSTITUCIONES Y RECURSOS


Fernando Pérez Correa
Coordinador


Eduardo Torres Alonso
Secretario Técnico




[image: image]




Contenido


Presentación
Fernando Pérez Correa


I. POLÍTICAS PÚBLICAS, DESARROLLO Y DERECHOS


Capítulo 1. La gestión territorial sostenible del capital natural: estrategia esencial para el desarrollo local


Susana Suárez Paniagua y Verónica del Rocío Zúñiga Arrieta


Capítulo 2. Políticas públicas, organización regional y desarrollo rural. Un estudio de caso


Eduardo Torres Alonso, Andrea Samaniego Sánchez y Annel Zepeda Torres


Capítulo 3. Los derechos de la naturaleza ante la actual situación ambiental en Jalisco


Adriana Hernández García


II. PUEBLOS INDÍGENAS, GESTIÓN COMUNITARIA Y ORGANIZACIÓN SOCIAL


Capítulo 4. Los recursos naturales en las regiones indígenas de México. Causas y objetivos para una gestión con sentido social


Yanga Villagómez Velázquez


Capítulo 5. Gestión del agua en los municipios y cambios territoriales. Los retos frente a la Agenda 2030


Adriana Sandoval Moreno y Yunuen Guadalupe Guerra Villa


Capítulo 6. La organización social comunitaria en el marco del Programa Bosque y Cambio Climático: el caso de la comunidad indígena de San Francisco Pichátaro, Michoacán


Patricia Ávila García y Wuendy Asuet Armenta Barrera


Capítulo 7. Ganadería lechera, producción de queso, Agenda 2030 y pandemia. Una reflexión para el caso mexicano


Alfredo Cesín Vargas, Mariana de Jesús Vargas Gálvez y Velia Sánchez Vázquez


III. GOBERNANZA E INSTITUCIONES


Capítulo 8. Acuerdos locales y retos globales. Gobernanza evolutiva en la pesca marina y continental en México


Carmen Pedroza Gutiérrez


Capítulo 9. Las instituciones locales de la pesca tradicional frente a los problemas de contaminación del agua en la región de la Ciénega de Michoacán


Josefina Vivar Arenas


Capítulo 10. Calidad del agua y pesca en la presa Zimapán: implicaciones socioeconómicas


Martín López Hernández, Guadalupe Ramos Espinosa y Fernando González Farías


Capítulo 11. Concentración de agua subterránea para la industria cervecera en Zacatecas, México, el caso del Grupo Modelo


Antonio Rodríguez Sánchez y Edgar Talledos Sánchez


Reflexiones Finales. A propósito de la gestión pública y social


Fernando Pérez Correa, Adriana Sandoval Moreno y Eduardo Torres Alonso


Notas al pie


Aviso legal






Presentación


Fernando Pérez Correa1


Los esfuerzos de comprender la gestión pública y social de los recursos naturales son cada vez mayores. Diversas instituciones y académicos dedican sus esfuerzos a analizar el actuar de los actores y las relaciones informales y formales en dicha materia. No podría ser de otra manera. Precisamente, porque la gestión de los recursos naturales tiene un impacto en la calidad de vida y en el desarrollo social, puesto que dependiendo de los incentivos que tengan los usuarios de dichos recursos será la forma en que utilicen éstos, y procurando un uso responsable o no de los mismos. Por otro lado, el diseño institucional de la gestión de los recursos es el marco de actuación y regulación del aprovechamiento de los bienes naturales y, por ello, en su elaboración, revisión y eventual modificación deben participar todos los actores involucrados en el proceso para que, en efecto, lo consignado en la norma atienda a las mejores prácticas en la materia y tenga un sentido de responsabilidad y justicia ambiental transgeneracional; es decir, que no ponga en riesgo al medio ambiente para las futuras generaciones.


No puede pasar desapercibida la existencia de vínculos cada vez más fuertes entre el medio ambiente y los subsistemas económico, político y social, lo que hace imprescindible que se establezcan elementos y criterios que permitan una gestión idónea de los recursos por parte de las autoridades, escuchando a la sociedad, y que permitan un uso sostenible de los mismos.


De esta manera, la gestión pública y social de los recursos naturales puede ser definida como el conjunto de acciones que desarrollan los actores gubernamentales y extragubernamentales con relación a la explotación y aprovechamiento de los recursos naturales, sean renovables o no. Estas acciones deben satisfacer lo establecido en las normas en la materia que se orientan a regular la acción humana en el entorno natural. No puede perderse de vista, además, que dicha gestión debe considerar las actividades económicas de las sociedades, ya que éstas se fincan en la explotación directa o indirecta del medio. En este sentido, la gestión pública y social debe dar pie a la conservación y mejoramiento del entorno y de las comunidades humanas, con una visión integral de la población y de la naturaleza.




Desde nuestra perspectiva, la sociedad puede intervenir en la conservación de recursos naturales de dos formas. Ambas caracterizan los recursos naturales como elementos que constituyen una fuente de bienestar individual y colectiva. La primera, cada vez más desarrollada, consiste en procesos de gobernanza ambiental [...]. En este enfoque, los individuos, por medio del reconocimiento de los recursos naturales como parte del sistema general en que se encuentran, desarrollan mecanismos de cooperación colectiva para conservar los recursos naturales a largo plazo.


En tal proceso, el gobierno desempeña un papel secundario; se involucra en mayor medida como mediador y regulador de las actividades que realizan los individuos en el nivel social, otorgando mayor autonomía y respeto a las normas bajo las que se dirigen tales procesos [...]. Con frecuencia, esta manera de intervención del gobierno ha sido denominada gobernanza, concepto que, aunque no se limita a lo expuesto, nos permite, a partir de su concepción general, diferenciarlo del marco analítico adoptado en este artículo.


La segunda forma de intervención de la sociedad en la conservación de los recursos naturales consiste en conceptualizar la ausencia y deterioro de los recursos naturales como una problemática que puede, por lo tanto, ser sustentada como un problema de carácter público y, de manera legítima, ser objeto de intervención del gobierno. Esta intervención del gobierno, responde a maneras más tradicionales de gestión de los asuntos públicos; aquí el gobierno define las acciones a realizar y, por lo tanto, las políticas públicas consideradas para solventar el problema, las cuales pueden ser definidas grosso modo como cursos de acción específicos para tratar de solventar problemas públicos de manera racional [...]. (Alva Rivera, 2018: 16)





Un aspecto importante de la gestión y de la participación del Estado es el efecto que algunas políticas tienen en el entorno medioambiental. Políticas inconexas generan malos manejos y efectos nocivos directos e indirectos. Se requiere, como se apuntó en el Informe Brundtland, la integración de la política ambiental, con la finalidad de “organizar las políticas pertenecientes a entidades sectorizadas para atacar problemas ambientales, que son, por naturaleza, transversales” (Jacob y Volkey, 2004, cit. por Brenner, 2018: 238).


En la actualidad, se requieren políticas de Estado que frenen el deterioro ambiental y la crisis sistémica de la sociedad, a la vez que propicien un proceso de recuperación sostenido. No obstante, las dificultades de la coyuntura económica y los reiterados testimonios de corrupción, criminalidad, violencia y descomposición no han sido contenidos por políticas públicas adecuadas. Más aún, no parece estar en vías de articularse un proyecto nacional alternativo, mientras las reformas constitucionales se traducen ya en iniciativas de renuncia a la conducción pública del aprovechamiento de los recursos naturales (Pérez Correa, 2018: 311).


Para conocer el estado que guarda la gestión de los recursos naturales en México es preciso reconocer el papel que tienen las regiones y los protagonistas sociales e institucionales que ahí se desenvuelven. En este sentido, este libro reúne las colaboraciones de muy destacadas personas que realizan investigación en diferentes partes de la República Mexicana para integrar un fresco que ayude a la comprensión del fenómeno en clave regional.


El libro inicia con el capítulo “La gestión territorial sostenible del capital natural: estrategia esencial para el desarrollo local”, elaborado por Susana Suárez Paniagua y Verónica del Rocío Zúñiga Arrieta, en donde se ofrece una discusión teórica sobre algunos conceptos como desarrollo sostenible y capital natural, y desarrollo y gestión territorial sostenibles, que permiten articular un lenguaje compartido que seguirán los trabajos posteriores. Este trabajo hace énfasis en la importancia de la revaloración de los actores locales para la solución de grandes problemas. El capítulo segundo es “Políticas públicas, organización regional y desarrollo rural. Un estudio de caso”, escrito por Eduardo Torres Alonso, Andrea Samaniego y Annel Zepeda Torres, en donde se expone las diferentes formas en que el Estado interviene en la sociedad, orientando e, incluso, modificando su forma de actuación, y para ello recurre a las políticas públicas. Este trabajo se centra en el examen de una organización productiva situada en el estado de Chiapas para dar cuenta de las relaciones entre autoridades y sociedad en materia de desarrollo rural sustentable.


Adriana García Hernández, autora del capítulo tercero, titulado “Los derechos de la naturaleza ante la actual situación ambiental en Jalisco”, analiza la pérdida de recursos, el impacto del cambio climático, la contaminación energética, la expansión urbana, entre otros temas, en el estado de Jalisco, particularmente en la región Ciénega y lago de Jalisco para dar cuenta de los variados problemas que enfrenta esa entidad federativa y sus habitantes, y la manera en que la autoridad ha reaccionado a los mismos, a partir del marco jurídico correspondiente. La autora destaca la pertinencia de impulsar los Derechos de la Naturaleza en dicho estado para proteger los recursos naturales. Yanga Villagómez Velázquez, en el capítulo que sigue, el cuarto: “Los recursos naturales en las regiones indígenas de México. Causas y objetivos para una gestión con sentido social”, ofrece una reflexión en torno a los desafíos en materia ambiental que encara México: escases de recursos de agua dulce en la zona norte de México y contaminación de estos recursos en la zona centro; altos índices de deforestación, desertificación y pérdida de fertilidad de los suelos; contaminación del aire; hundimientos; pérdida de la riqueza biológica, y sobreacumulación de plagas por monocultivo. Estos problemas pueden sintetizarse en: 1. Erosión del suelo, 2. Contaminación y reducción de agua y 3. Pérdida de la agrobiodiversidad. Para integrar dicha reflexión, el autor recurre al expediente de la política (gobernabilidad) y de la participación social en materia ambiental, para redefinir la relación sociedad-naturaleza.


El capítulo quinto, “Gestión del agua en los municipios y cambios territoriales. Los retos frente a la Agenda 2030”, de Adriana Sandoval Moreno y Yunuen Guadalupe Guerra Villa, quienes buscan responder ¿qué capacidades y limitaciones tiene la gestión del agua en el ámbito municipal para alcanzar la universalidad del servicio de agua potable, con equidad y asequibilidad? y ¿qué podría aportar a la gestión comunitaria del agua? Para esto, estudian las condiciones de acceso al agua a nivel municipal, centrándose en Jiquilpan de Juárez, Santiago Tangamandapio y Sahuayo de Morelos, todos ellos municipios de Michoacán. En sus conclusiones se ofrecen propuestas de modificación en materia de gestión del agua: capacitación en materia de gestión del agua con perspectiva hidrosocial del funcionariado; integración de información completa y actualizada sobre las condiciones del sistema hidráulico; desarrollo de capacidades de diálogo y colaboración entre las autoridades municipales encargadas del agua y las comunidades; en fin, rendición de cuentas.


El análisis que en la comunidad indígena de San Francisco Pichátaro tuvieron los efectos sociales y ambientales del Programa de Restauración Forestal por Cuencas Hidrográficas Prioritarias Pátzcuaro-Zirahuén, es lo que se examina en el sexto capítulo “La organización social comunitaria en el marco del Programa Bosque y Cambio Climático: el caso de la comunidad indígena de San Francisco Pichátaro, Michoacán”, de Patricia Ávila García y Wuendy Asuet Armenta Barrera. La relevancia del trabajo radica en la identificación de los efectos socioambientales de dicho programa y su evaluación en materia de focalización, transversalidad e implementación de largo plazo. “Ganadería lechera, producción de queso, Agenda 2030 y pandemia. Una reflexión para el caso mexicano”, de Alfredo Cesín Vargas, Mariana de Jesús Vargas Gálvez y Velia Sánchez Vázquez, es el capítulo séptimo, acomete la tarea de examinar el fenómeno de pandemia ocasionado por el virus SARS-CoV-2 que produce la enfermedad conocida como COVID-19 y de los efectos que ésta generará en distintos ámbitos de la sociedad, señalando que debe darse una modificación de los sistemas de producción y patrones de consumo. El capítulo analiza, en este sentido, la producción de derivados de la leche, como parte de la industria alimentaria y el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sustentable.


Carmen Pedroza Gutiérrez escribe el capítulo siguiente, el octavo, “Acuerdos locales y retos globales. Gobernanza evolutiva en la pesca marina y continental en México”, quien, a partir del marco de la gobernanza evolutiva, da cuenta de la manera en que se realiza la configuración de los sistemas de organización social vinculadas a la pesca, tanto marina como continental, considerando la situación de las comunidades costeras y las dinámicas propias del recurso. Josefina Vivar Arenas es la autora del capítulo noveno, “Las instituciones locales de la pesca tradicional frente a los problemas de contaminación del agua en la región de la Ciénega de Michoacán”, quien con el empleo del enfoque neoinstitucional estudia, precisamente, las instituciones de la pesca tradicional de la Ciénega de Michoacán. De igual forma, se apoya en el enfoque socioambiental y utiliza el enfoque cualitativo. La autora concluye que la pesca tradicional ha generado un tejido social que ha articulado a los habitantes de la región, creándose instituciones locales que regulan las prácticas de los pescadores.


El penúltimo capítulo, décimo, titulado “Calidad del agua y pesca en la presa Zimapán: implicaciones socioeconómicas”, fue elaborado por Martín López Hernández, Guadalupe Ramos Espinosa y Fernando González Farías quienes, con base en la información documental y el trabajo de campo realizado, señalan que la presa Ing. Fernando Hiriart “Zimapán” es la primera hidroeléctrica nacional que funciona con aguas residuales para generación de energía; no obstante, se pueden identificar altas concentraciones de materia orgánica, nitrógeno y fósforo. El capítulo en cuestión aborda el tema de la contaminación del agua y el uso que de ella hacen los productores de la región, lo que genera, a su vez, otros problemas sociales.


Antonio Rodríguez Sánchez y Edgar Talledos Sánchez son los autores del trabajo que cierre el libro, que lleva por título “Concentración de agua subterránea para la industria cervecera en Zacatecas, México, el caso del Grupo Modelo”, quienes suman sus esfuerzos para analizar las formas de concentración del agua y de los derechos sobre ésta por parte de la planta cervecera del grupo Modelo, ubicada en el municipio de Calera, Zacatecas. El capítulo examina un problema fundamental en varias partes del territorio mexicano: la acaparación de recursos hídricos en detrimento de los habitantes de la zona, lo que revela desigualdad e inequidad en el uso del agua por la industria, la pequeña agricultura y las zonas habitacionales.


En suma, el conjunto de trabajos reunidos en este libro examina, recurriendo a distintos métodos y perspectivas analíticas, aunque con un matiz multi e interdisciplinario, entre otros, los siguientes temas: capital social, capital natural, derechos fundamentales, ganadería, gobernanza, organización regional, pesca, políticas públicas, recursos hídricos. La solución de los problemas medioambientales requiere el compromiso institucional y la colaboración de la ciudadanía. Si las instituciones y los actores sociales no suman esfuerzos, los resultados no serán los deseados y los problemas se agudizarán.


Agradezco a la Unidad Académica de Estudios Regionales (UAER) de la Coordinación de Humanidades de la UNAM el espacio otorgado para realizar una amplia discusión colectiva sobre los temas del libro. La UAER, ubicada en Jiquilpan de Juárez, Michoacán, es fiel testimonio de la vocación de la Universidad Nacional por responder a los problemas del país y se ha convertido en un centro de referencia en materia de estudios regionales.


Finalmente, expreso mi puntual agradecimiento al Rector de la Universidad Nacional Autónoma de México por el decidido apoyo a las actividades que realiza el Seminario Universitario de Estudios sobre Sociedad, Instituciones y Recursos, por medio de la Secretaría de Desarrollo Institucional.
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I. POLÍTICAS PÚBLICAS, DESARROLLO Y DERECHOS




CAPÍTULO 1


La gestión territorial sostenible del capital natural: estrategia esencial para el desarrollo local


Susana Suárez Paniagua1
Verónica del Rocío Zúñiga Arrieta2


Introducción


En los últimos años, la degradación del medio ambiente, entendida como “... el conjunto de procesos que deterioran o impiden la utilización de un determinado recurso, por parte de la humanidad” (Zurita A., et al., 2015: 1) —que ha implicado un uso intensivo de los recursos naturales—, ha provocado cambios sustanciales en el planeta, tales como: pérdida de biodiversidad, destrucción de bosques, contaminación de agua dulce y salada, destrucción de la capa de ozono, lo que la ha convertido en objeto de enorme preocupación. Esta inquietud ha llevado a diversas deliberaciones sobre el quehacer para detener este proceso de degradación, uso intensivo de recursos naturales y sus adversas consecuencias para el desarrollo de la vida humana y en general de la vida del planeta. Deliberaciones que se han efectuado intensamente en el ámbito académico y que han dado lugar a diversos enfoques teóricos y propuestas de soluciones, enfoques que a su vez han desplegado diversas categorías y conceptos, entre ellos, el de capital natural, que ha sido definido como “... el conjunto de ecosistemas, tanto los naturales como los manejados por la humanidad, que generan bienes y servicios y son perpetuables ya sea por sí mismos o por el manejo humano” (Comisión Nacional para el conocimiento y Uso de la Biodiversidad, 2017: 11). Capital natural que es considerado un activo básico no sólo para la sobrevivencia humana, sino para el desarrollo de las sociedades. Efectivamente se reconoce que este capital es necesario para sostener procesos de crecimiento económico y desarrollo, no obstante, no se aprecia su contribución real en estos procesos, ni tampoco se llevan a cabo acciones suficientes y efectivas para evitar la sobreexplotación de los recursos naturales y su degradación. De ahí que es de vital importancia desarrollar estrategias y acciones encaminadas a aprovechar los bienes naturales de manera eficiente y sostenible, de tal suerte que algunos científicos y organismos internacionales y nacionales han venido proponiendo una gestión sostenible del territorio —con especial interés en el capital natural—, que significa la implementación de un conjunto de acciones institucionales (con participación social) sobre el territorio.


Interés por el cuidado y preservación del medio ambiente


En el transcurso del siglo XX y en lo que va del XXI, las crisis ambientales que experimenta el mundo son alarmantes, porque constituyen una amenaza para la vida humana y para la vida de muchas especies. Estas crisis se revelan en la deforestación de bosques, desaparición de elementos abióticos y bióticos, en la depredación de combustibles fósiles no renovables, en la extinción de animales y plantas, en la sobreexplotación de recursos renovables, en la contaminación de agua, aire y suelo, en el cambio climático, en suma, en un gran deterioro de la naturaleza y en poner en riesgo el futuro común de los seres humanos. Problemática que ha causado una enorme preocupación en todo el mundo, puesto que el medio ambiente que está constituido por componentes físicos, químicos, biológicos y sociales es el que permite el desarrollo de la vida humana, razón por la cual su conservación es imprescindible para que generaciones presentes y futuras tengan una vida sostenible.


Esta preocupación que ha llevado a organismos internacionales, científicos, gobiernos, políticos, y a numerosos agentes de la sociedad civil a reflexionar y a cuestionar sobre la interrelación sociedad-ambiente y recursos naturales en un mundo globalizado, especialmente hoy en día que nos enfrentamos a una crisis sanitaria por COVID-19.


Desde los años setenta del siglo XX, surgieron interrogantes y deliberaciones sobre el agotamiento de los recursos naturales, especialmente por constituir el soporte de un modelo de crecimiento que prevalece, en el que subyace la idea de progreso técnico y material ilimitado en las sociedades del mundo contemporáneo (con una lógica productivista y de enorme consumo). Uno de los primeros documentos que recoge estas inquietudes y discusiones es el informe del Club de Roma, de 1972, denominado “Los límites del crecimiento”, en el que se plasmó un esfuerzo por contar con una visión sistemática de los problemas de la naturaleza y las acciones políticas necesarias para resolverlos.


Sin duda la preocupación por el medio ambiente formó parte de la agenda política a nivel internacional, empezando con los trabajos realizados durante los trabajos realizados en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano que tuvieron lugar en Estocolmo, después, en el año 1992 en Río de Janeiro la denominada “Cumbre de la tierra” organizada por las Naciones Unidas.


En 1987, la Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y Desarrollo de las Naciones Unidas, en su Informe Brundtland “Nuestro futuro común”, analiza los problemas de desaparición de especies, contaminación, uso de recursos naturales, y enfatiza en la necesidad de convertir estos problemas del medio ambiente en preocupaciones de política prioritaria, y emplea un nuevo concepto, el de desarrollo sostenible, que ha dado lugar a una gran diversidad de planteamientos teórico conceptuales desde diferentes enfoques disciplinares y multidisciplinares (Ecología Social, Ecología Humana, Sociobiología, Economía Ambiental, etc.) (Vergara y Ortiz, 2016).


El enfoque del desarrollo sostenible y el concepto del capital natural


Lo más relevante del surgimiento del concepto de desarrollo sostenible, precisamente estriba en que relaciona el desarrollo con el medio ambiente, y conduce al debate y despliegue de enfoques teórico-conceptuales, sobre el desarrollo, pero considerando los recursos necesarios para alcanzarlo, bajo el principio de que es necesario “... garantizar las necesidades del presente sin comprometer las posibilidades de las generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades” (Informe Brundtland, 1987). Además, la ONU señala que una sociedad sostenible será aquella cuyos índices de consumo de los recursos naturales no excedan el índice de regeneración de los mismos los cuales les permita sostener las necesidades presentes y futuras.


En este sentido, en el marco de la implementación de la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas, se considera fortalecer las capacidades de las instituciones públicas con el objetivo de que integren la sostenibilidad ambiental en los procesos de planificación sectorial e intersectorial, incluyendo componentes ambientales en los planes o programas de desarrollo social y económico, así como promover el equilibrio entre el crecimiento económico sostenido e inclusivo, el desarrollo social y la gestión sostenible de los recursos naturales con que cuentan los territorios.


De manera que, los informes del Club de Roma y de Brundtland, condujeron a que se tomará mayor conciencia de las crisis ambientales y por ende a que surgieran diversos movimientos nacionales e internacionales de la sociedad civil en pro del medioambiente dando lugar a distintas iniciativas cuyos objetivos era fomentar la conciencia acerca de la preservación de los recursos naturales. A pesar de los múltiples esfuerzos de estos movimientos los resultados han sido insuficientes, por una parte, en las relaciones de poder y conflicto por las de intereses en la apropiación y uso de la naturaleza en el marco de procesos económicos y políticos; por otra parte, por el poco conocimiento de gran parte de la población de la gravedad de los daños ocasionados al planeta fundamentalmente derivados de un modelo de crecimiento económico actual.


De igual manera, derivado de esta preocupación por las crisis ambientales ciertas disciplinas científicas adquirieran relevancia, entre ellas la Ecología,3 puesto que esta disciplina, se encarga del estudio de la interrelación de los seres vivos y no vivos entre sí y con su entorno (Boff, citando a Haeckel). Precisamente por proponer el estudio de las interacciones de los seres bióticos (vivos) y abióticos (no vivos), la Ecología adquiere importancia, porque con estas interacciones se da paso a la expresión de medio ambiente. Además, las contribuciones de Eugene P. Odum, que forjan la Ecología Contemporánea, colocan a esta disciplina en primer orden, porque va más allá al promover una visión ecosistémica de la ecología, lo que significa que se concibe a los ecosistemas como unidades en sí mismas, las cuales tienen un patrón de desarrollo desde etapas iniciales de baja diversidad, a otras maduras de mayor diversidad y complejidad (Gudynas, s/f). Aunque inicialmente el enfoque ecológico no reconocía la incidencia de variables económicas y sociales en los ecosistemas, Odum en sus últimos trabajos empieza a reconocer que las intervenciones humanas inciden en el desarrollo de los ecosistemas e incorpora inquietudes y planteamientos sobre las estrategias de desarrollo y ética, con ello empiezan a introducirse en el ámbito de las polémicas ambientales y de desarrollo sostenible.


Asimismo, este enfoque plantea una propuesta para el desarrollo actual considerando la dinámica social, política y económica a través de la generación de normas, leyes e instituciones formales encargadas de coordinar y dar seguimiento para su cumplimiento, así como orientar las innovaciones que requiere la sociedad (ONU, 2015). Además de impulsar por medio de la política medioambiental las innovaciones que requiere la sociedad para adaptarse y contribuir para un desarrollo sostenible.


De manera que surgen nuevos enfoques para abordar la interacción sociedad-naturaleza, los cuales proponen nuevas categorías, conceptos y metodologías, entre ellos, como hemos mencionado, el concepto de capital natural que por primera vez fue utilizado por E. F. Schumacher en su libro Small is Beautiful, en 1973, refiriéndose al capital representado por la naturaleza viva que nos rodea, capital que de acuerdo con este economista, es la partemás importante con la que contamos los seres humanos y por la que debemos preocuparnos, es decir, cuidar su conservación, de ahíque exprese que deberíamos hacer todo lo que esté a nuestro alcance para intentar minimizar su actual tasa de uso; concepto que posteriormente lo desarrollan aún más Herman Daly y Robert Costanza, quienes forman parte de los fundadores de la Economía Ecológica, para los cuales este capital alude a “... las reservas de la naturaleza en materiales o información que producen un flujo sostenible de valiosos bienes y servicios útiles o renta natural a lo largo del tiempo y expresa la idea acerca de que ningún sistema económico organizado puede mantenerse sin tener en cuenta el flujo de los recursos renovables y no renovables (Gómez-Baggethun et al., 2010 citando a Costanza y Daly, 1992; Prugh, et al., 1999). Asimismo, se desarrolla el concepto de servicios ecosistémicos, comprendiendo por ellos “... un amplio rango de condiciones y procesos a través de los cuales los ecosistemas naturales y las especies que hacen parte de ellos ayudan a sostener la vida humana y se aplican en decisiones de gestión y política (Daily, 1997; Millennium Ecosystem Asessement, MEA, 2003; Cork et al., 2006; Ash et al., 2010).


En suma, el capital natural queda definido como el conjunto de bienes y servicios que nos proporcionan los ecosistemas y que son la base de las actividades económicas. Este concepto adquiere una gran relevancia para la valoración económica de los servicios de los ecosistemas, y para sopesar la interacción sociedad-naturaleza, puesto que se piensa que los bienes y servicios que producen los ecosistemas son fundamentales no sólo para la sostenibilidad de la economía, sino como soporte y sostenibilidad de la propia vida humana.


Cabe señalar que los gobiernos han mostrado interés en cuidar y medir su economía, ello con el propósito de entender los cambios tanto en el tamaño como en la composición de la misma; dando como resultado el desarrollo de la contabilidad económica nacional que integra un conjunto de indicadores los cuales son considerados para la planeación del desarrollo macroeconómico. Aunque este desarrollo económico como lo plantea la Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y Desarrollo (WCED, 1987) no podría continuar si no se atienden las repercusiones al uso medioambiental dado que el crecimiento económico depende en gran medida de los recursos, bienes y servicios que el medio ambiente dota para su desarrollo, en este sentido se ha visto la necesidad de integrar ambos procesos, a saber: el crecimiento económico y el uso y aprovechamiento de los recursos medioambientales de manera sostenible.


De hecho, se reconoce que en la composición del Producto Interno Bruto (PIB), que es un indicador económico, no se contabiliza el capital natural, por lo que el Banco Mundial propone llevar a cabo esta contabilidad del capital natural con una metodología que combina la información ambiental, económica y de los recursos naturales a través de la Alianza Mundial de la Contabilidad de la Riqueza y Valoración de los Servicios de los Ecosistemas (WAVES, por sus siglas en inglés). De tal manera que esta contabilidad del capital natural pretende explicar la relación entre los procesos medioambientales y los económicos incluyendo el patrimonio natural con el que cuentan los territorios como capital para la medición de las cuentas nacionales y así medir con mayor precisión el crecimiento económico sostenible (Ahmad, Y. J. et al., 1984).


Por eso, distintas organizaciones internacionales entre ellas la United Nations Statistics Division (División de Estadísticas de las Naciones Unidas), la Unión Europea (UE), la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y el propio Banco Mundial (BM) han realizado esfuerzos para estandarizar la contabilización del capital natural, entre las propuestas se pueden mencionar las de la ONU en 1993 con la publición de un manual provisional sobre cuentas ambientales, y en 2000, un manual operativo, posteriormente, y con base en la revisión de estas propuestas surgen distintos enfoques para la valoración del capital natural; a manera de ejemplo mencionamos el Sistema de Contabilidad Ambiental-Económica (SEEA, por sus siglas en inglés), metodología que fue concebida para servir de guía en el desarrollo de un sistema integral de contabilidad ambiental y económica en 2003.


Sin embargo, la aplicación de estas metodologías para la contabilización del capital natural han enfrentado obstáculos de diferente índole, entre ellos:




1. Falta de metodologías acordadas internacionalmente para la valoración de los ecosistemas.


2. Falta de adopción de la contabilidad del capital natural por los responsables de las políticas, y en particular los responsables del área financiera.


3. Limitaciones de capacidad en muchos países en desarrollo.


4. Falta de liderazgo en la superación del enfoque en el PIB.





Todo ello ha ocasionado que a la fecha no se cuente con un sistema integral que contabilice adecuadamente este capital natural, mismo que representa un activo primordial para los países y que a su vez es reconocido como la base del sistema de producción para un crecimiento económico sostenible (BM, s/f).


Pero un aspecto fundamental no sólo ha sido el surgimiento de conceptos del capital natural o los esfuerzos para su medición sino la emergencia de nuevos enfoque teóricos de los que forman parte estos conceptos, enfoques que enfatizan en una comprensión de la realidad basada en la interacción sociedad-naturaleza, en la que ambas partes se imbrican en una complejidad dinámica.


Enfoque del desarrollo territorial sostenible


Uno de estos nuevos enfoques es el de Desarrollo Territorial, que se nutre con aportaciones de las Ciencias del Desarrollo Regional, en el cual se reconoce la dimensión territorial de los fenómenos económicos, sociales, políticos, culturales y medio ambientales, esto es, se muestra de acuerdo en concebir al territorio como “... un espacio socio-geográfico construido cultural e históricamente por la interacción entre los seres humanos y de éstos con la naturaleza en su conjunto. El territorio constituye un sistema complejo y dinámico, con múltiples dimensiones entrelazadas, incluyendo la ambiental, económica, político-institucional, social y cultural” (Renault, 2010: 4). Concepción del territorio de la que se desprende una distinta comprensión del desarrollo, que discierne en que esencialmente se trata de un proceso de cambio, orientado a conseguir no sólo el crecimiento y eficiencia económicos, sino al mismo tiempo la conservación ambiental, el aumento de la calidad de vida y equidad social, con un claro compromiso con el futuro y con las generaciones venideras (Renault, 2010, citando a Buarque, 1994).
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Fuente: Elaboración propia.
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Por lo tanto, el enfoque de desarrollo territorial apunta a un proceso de cambio que busca potenciar un desarrollo integral de los territorios, esto es, la generación de riqueza, pero con una distribución justa de la misma, al ofrecer igualdad de medios y oportunidades para todas las personas, un fortalecimiento de las instituciones y políticas para un desarrollo democrático, la promoción de la cultura como elemento de identidad territorial y diálogo intercultural, una sociedad cohesionada, y un cuidado del medio ambiente, en suma, un desarrollo territorial sostenible, que reside en “... la presencia de procesos duraderos en el tiempo y de amplia cobertura en cuanto a las dimensiones comprometidas” (CEPAL, 2019: 25). El planteamiento de un desarrollo integral conduce a preguntarse ¿de qué manera se logrará la sostenibilidad en las distintas dimensiones del territorio?, es decir, la sostenibilidad económica, la sostenibilidad en la progresión en el ámbito de lo social y la sostenibilidad ambiental (Ibidem).


Tratar de responder a esta pregunta ha llevado a diversas reflexiones teórico-metodológicas y a diversos planteamientos del propio enfoque del desarrollo territorial, particularmente se ha enfatizado en la necesidad de encontrar y poner en marcha factores o elementos que se consideran como detonadores del desarrollo. Una de las más importantes propuestas de este enfoque, es que el territorio se convierta en objeto y sujeto de las políticas de desarrollo, con el diseño y aplicación no de las tradicionales políticas públicas sectoriales, sino con políticas multisectoriales, con base en una planificación del territorio, en la que se contemplen todas las interrelaciones económicas, sociales, ambientales, políticas, que se producen en el territorio.


También plantea que es indispensable que se lleve a cabo la planificación del territorio de una manera distinta a como se ha venido realizando, lo que significa que deje de ser una planificación centralizada, por una descentralizada, ello implica la participación social concertada de los diferentes actores socioeconómicos públicos y privados del territorio en la planificación del desarrollo, con el fin de aprovechar las condiciones con las que cuenta su territorio, para utilizar de manera eficiente y sostenible los recursos endógenos y aprovechar las oportunidades del contexto externo.


Pero, esta participación de los actores sociales locales supone que ellos asuman responsabilidades y compromisos en el proceso de desarrollo de su territorio, no solo en el diseño del plan, sino también en la ejecución y evaluación del proceso de desarrollo. Ciertamente, la intervención de los actores sociales en el proceso de desarrollo no es una tarea fácil, porque en primer lugar tienen que convergir y establecer como meta común, el lograr crecimiento económico, justicia social, democracia y sostenibilidad ambiental, lo que es complicado, porque los actores tienen sus propios intereses, y hacen uso del territorio de acuerdo a ellos, por lo que una meta, como la anterior, entraña llevar a cabo procesos de negociación política.


De hecho, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) señala que el Desarrollo Territorial entraña una nueva gestión del desarrollo, que tiene como fundamento la participación social, entendida como el compromiso de acción de las comunidades en la propia construcción de su territorio, lo que entraña que las comunidades deben establecer relaciones de cooperación, particularmente entre los actores públicos y privados, “... con el fin de coordinar y concentrar recursos organizacionales, técnicos y materiales para solucionar en forma concertada problemas definidos colectivamente” (CEPAL, 2001: 58).


El que las comunidades locales intervengan de manera activa en el proceso de desarrollo, constituye un enorme desafío, porque ello requiere que estas comunidades tomen conciencia de que son ellas, las que construyen de manera histórica y social sus propios territorios, y que sí desean la mejora de los mismos, en todas sus dimensiones, tienen que tomar parte activa en la proposición, ejecución y evaluación de las políticas públicas de desarrollo, y ello implica construir de manera diferente las relaciones políticosociales entre los diversos actores y con el Estado, bajo un esquema de corresponsabilidades.


Gestión territorial sostenible


Así, nos encontramos que el enfoque de Desarrollo Territorial propone una gestión territorial del desarrollo, que implica promover y llevar a cabo procesos en los que las comunidades locales construyan sus territorios de acuerdo con su visión y metas, reconociendo la capacidad que estas comunidades tienen de ser agentes de su propio desarrollo.


Pero, esta gestión territorial del desarrollo por las comunidades locales, no significa que se desconozcan los territorios en sus otras escalas, estatal, nacional e incluso mundial y la interrelación entre ellos, especialmente no puede ignorar el contexto de la globalización, por el contrario, las comunidades locales deben buscar la posibilidad de que sus territorios logren insertarse en una buena posición en los flujos y circuitos económicos mundiales, porque estar fuera de ellos, profundiza la desigualdad económica y social.


Para lograr esta mejor inserción en la dinámica económica mundial, algunos economistas y organismos internacionales que propugnan por el enfoque del desarrollo territorial plantean que las comunidades locales deben identificar, valorar y usar de manera efectiva y eficaz los capitales con los que cuenta su territorio, a saber: capital económico, capital social-cultural, capital político-institucional y su capital natural. Por el capital económico se entiende a la riqueza y a los bienes y servicios producidos, por el capital social-cultural se comprende a los conocimientos de las personas, a su alimentación, salud, a los patrones culturales (abarcando también al patrimonio cultural tangible e intangible), a los grados de asociación, cooperación y confianza entre los actores sociales, por capital político-institucional se concibe como la capacidad de las instituciones, calidad de gobierno, y procesos de gobernanza, a su democracia, y por último se concibe al capital natural como los recursos naturales con los que cuenta el territorio.


Más aún, el enfoque del desarrollo territorial emplea un nuevo concepto, el del capital territorial, que aglutina a todos los capitales arriba descritos, para precisar que todos los territorios cuentan con dotaciones de capital, dotaciones de toda clase: recursos naturales, paisajes, patrimonio, conocimientos técnicos, conocimientos tradicionales, infraestructura, recursos humanos, capacidades, formas de organización, identidad, e instituciones. Capital territorial que es distinto en cada territorio, y que se reconoce como un factor fundamental para lograr el desarrollo, pero, el enfoque precisa, que no sólo se trata de saber y contar con un inventario, sino de discernir cuales son aquellos bienes que pueden aprovecharse de mejor manera, tomando en consideración la sostenibilidad de los procesos (Observatorio Europeo Leader, 1999: 19).


Ello debido a que en realidad el Desarrollo Territorial exhorta a impulsar un proceso de desarrollo endógeno, es decir, que con base en la producción y servicios que el territorio pueda ofrecer, logre crecimiento económico, pero especialmente una mejor distribución del ingreso entre la población. De hecho, se concibe al desarrollo endógeno como el proceso en el que los “... actores locales, a través de sus iniciativas y decisiones de inversión y de la participación en la formulación y gestión de las políticas, contribuyen al desarrollo y la dinámica productiva de una localidad, un país o un territorio” (Vázquez Barquero, 2007: 188 citando a Friedmann y Weaber, 1979).


Pero, no sólo se trata de un proceso de desarrollo económico, sino de un proceso que actúa sobre otros factores, para conseguir un desarrollo sostenible, con el fomento de innovaciones y conocimiento, con la mejora de la capacidad institucional, desarrollo urbano, tejido social, con un mejor uso de los recursos naturales, desde la perspectiva de la sostenibilidad y orientado fundamentalmente al logro de una mejor calidad de vida de los habitantes de la localidad o territorio con un claro compromiso de construir condiciones que permitan el desarrollo de las generaciones futuras.


Vázquez señala la diferencia entre el desarrollo endógeno y los modelos de crecimiento endógeno, estableciendo que lo que caracteriza al desarrollo endógeno es “... que integra el crecimiento de la producción en la organización social e institucional del territorio, en que adopta una visión territorial y no funcional de los procesos de crecimiento y cambio estructural, en que entiende que los mecanismos y las fuerzas del desarrollo actúan sinérgicamente y condicionan la dinámica económica. Tiene, por lo tanto, una visión más compleja del proceso de acumulación de capital, lo que le lleva a plantearse las políticas de desarrollo económico desde el territorio, y darle a la sociedad civil un papel protagonista en la definición y ejecución del futuro de la economía (2007: 187).


Ciertamente el enfoque del desarrollo endógeno postula la participación de los actores locales en los procesos de desarrollo, le concede a la comunidad territorial la capacidad de encontrar soluciones y desarrollar proyectos que les permitan atender las necesidades o problemas que enfrentan para conseguir un desarrollo sostenible de su territorio, con otras palabras, en ser autora y gestora de su propio desarrollo.


De las proposiciones del enfoque del desarrollo endógeno, de utilizar los recursos locales, esto es, el capital territorial con el que cuenta un territorio determinado y de contar con la participación de los actores locales para llevar a cabo proyectos de desarrollo, que les permitan dirigir su propio proceso de desarrollo, se conjuga precisamente la propuesta de desarrollo local.


Efectivamente, el desarrollo local se concibe como un proceso conducido por la comunidad local que pretende el crecimiento económico, pero con beneficios para el propio territorio, es decir, creación de empresas, creación de empleos, formación de recursos humanos, servicios públicos, inversión productiva, redes de cooperación, innovación tecnológica, entorno innovador y competitivo, así como fortalecimiento de la cohesión social, de las instituciones políticas, y el cuidado y conservación del medio ambiente, todo ello con base en los recursos endógenos con los que cuenta la localidad, entre ellos: infraestructura, recursos naturales, capital social, capital humano, actividades productivas, empresas, recursos financieros, conocimientos, acceso a mercados y capacidades de gobierno (Silva, 2003).


De manera que el desarrollo local estriba en un proceso impulsado por la propia comunidad territorial para resolver los problemas y/o necesidades que ella enfrenta, en función de alcanzar un mayor desarrollo en todas las dimensiones presentes en el territorio, por medio de una revalorización de sus recursos locales y buscando una óptima utilización de los factores que constituyen una posibilidad para lograr ese desarrollo.


De ahí que el proceso de desarrollo local implique que los actores locales poseen un sentido de pertenencia socio-territorial, que se identifican con el territorio y que consiguen formarse y crear una imagen del territorio, lo cual significa forjarse una visión del territorio que se anhela, que se desea vivir y dejar para las siguientes generaciones. Además, para que este proceso ocurra, es indispensable que surjan iniciativas y se ejecuten proyectos estratégicos, con un liderazgo y con la participación de la población local.


Por consiguiente, el enfoque territorial del desarrollo local, apunta a una nueva gestión del territorio, basada en la participación social, en el compromiso de los actores locales en la construcción de su propio territorio, responsabilidad que implica que debe existir cooperación entre los distintos actores que habitan el lugar, particularmente entre actores públicos y privados, para solucionar problemas definidos colectivamente, de forma concertada (CEPAL, 2000).


Gestión territorial sostenible del capital natural


Ciertamente, emerge la concepción de una gestión territorial, que indica con claridad una intervención en el territorio por parte de los actores locales para impulsar un proceso de desarrollo local, una gestión que supone, como lo señala Sepúlveda (2008), un mayor control por parte de los actores locales del manejo de los recursos (en el caso que abordamos de los recursos naturales) e indudablemente la adquisición de poder por parte de estos actores para que efectivamente puedan tomar decisiones sobre el uso y aprovechamiento de los recursos. Además, la gestión territorial requiere de contar con mecanismos para la resolución de conflictos, que pueden derivarse por diferencias en cuanto al uso y manejo de los recursos.


En consecuencia, la gestión territorial requiere la creación de nuevas instituciones o acuerdos institucionales locales que formulen normas de uso y manejo de los recursos, que puedan conciliar diferentes intereses, posibilidades y resolver problemas (Ibidem). Con otras palabras, la gestión territorial demanda que se institucionalicen los procesos de intervención en el territorio orientados al desarrollo del mismo y propiamente hablando del desarrollo de sus habitantes. Cabe hacer notar, que la institucionalización es a su vez un proceso en el que las iniciativas de intervención en el territorio por los actores locales para tener un mayor control sobre los recursos, diseñar y ejecutar acciones que impulsen un desarrollo integral en su territorio, vayan integrándose y formalizándose en los órganos de autoridad formal y formen parte de la cultura de estas organizaciones que existen para la toma de decisiones.4


Por otra parte, la resolución de conflictos y el llegar a establecer consensos, también requiere, como hemos dicho, de una identidad territorial compartida por los habitantes del lugar, es decir, de una identificación con el territorio, de una visión compartida del desarrollo de éste, que contempla las formas de organización socio-territorial.


Más aún, como lo señala Sepúlveda, la gestión territorial requiere algo fundamental, que son “... las herramientas que permiten poner en marcha las decisiones que se tomen a nivel territorial, y se reflejan en estrategias colectivas y acciones concretas. Pueden construirse alrededor de diversos temas de interés, como manejo de cuencas, conservación de suelos, manejo de áreas forestales, gestión del riesgo, ecoturismo, etc.” (2008: 88).


Lo que denota que la gestión territorial no sólo contempla intervenciones en los ámbitos económicos, sociales, políticos, sino de manera importante en el manejo y cuidado del capital natural de los territorios por parte de los actores locales. Más aún, se agrega al concepto de gestión territorial, el término sostenible, ya que realmente se considera esencial el cuidado del medio ambiente para el desarrollo de los seres humanos, y por ende, una indispensable gestión sostenible del territorio que se desprenda del diseño y ejecución de planes, proyectos y políticas que contemplen la regulación del uso y manejo de los recursos naturales, que valoren su importancia en el desarrollo sostenible de todas las dimensiones presentes en el territorio, es decir, en el desarrollo económico, en el desarrollo social y cultural, en la creación o adecuación de instituciones que respondan a esta visión de desarrollo sostenible.


Realmente, desde la perspectiva territorial del desarrollo, la gestión sostenible del territorio se convierte en decisiva para que los actores de un territorio determinado lleven a cabo una intervención en su espacio geográfico, buscando emplear y potenciar los recursos físicos, los recursos naturales, los elementos económicos, sociales, culturales e incluso elementos políticos-institucionales con los que cuentan para conseguir que su territorio alcance un mayor desarrollo en todas sus dimensiones y de forma sostenible.


Cabe hacer notar, que la gestión sostenible del territorio supone la elaboración de planes y proyectos de desarrollo del territorio, que busquen un uso del suelo, equilibrando los intereses ambientales, sociales y económicos, considerando que un uso racional del suelo y los recursos permite un adecuado desarrollo social y económico compatible con la protección del medio ambiente (Santa Coloma, O. y Aspuru, I., 2006).
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Fuente: Elaboración propia.
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Evidentemente la planeación y la gestión debe contar con la participación de los diversos actores del territorio, además, deben tomar en consideración varios elementos y planteamientos propuestos desde el enfoque territorial del desarrollo, como son el que deben considerarse las interrelaciones entre las distintas dimensiones presentes en el territorio, y por ello, la necesidad de lograr un equilibrio entre los diversos ámbitos, así como conciliar los diferentes intereses individuales y colectivos, que tienen que ver con los usos del suelo, con los usos de otros recursos naturales, pensando no sólo en las necesidades actuales, sino también en las necesidades que tendrá la población en el futuro.


De hecho, la gestión sostenible del territorio abarca no sólo la elaboración de estrategias y puesta en marcha de actividades orientadas a la conservación y mejor aprovechamiento de los recursos naturales, sino incluso en proponer nuevas o mejores prácticas en relación con su protección y uso, en suma, en una valoración y apropiación del capital natural por los actores que habitan el territorio. Se pueden indicar algunos objetivos que pueden ser contemplados en la gestión territorial sostenible del capital natural, tales como: evitar la pérdida de biodiversidad, prevenir la degradación ambiental ocasionada por el uso de modelos extractivos intensivos, reducir emisiones de CO2, supervisar cumplimiento de normas ambientales, protección de áreas naturales, manejo integrado de aguas, tierras y recursos vivos, gestión integrada de recursos hídricos (Lücke, s/f).


La gestión sostenible del capital natural para el desarrollo local implica, contar con sistemas de información sobre los recursos naturales de un territorio determinado, el conocimiento del uso y aprovechamiento de estos recursos en los procesos productivos, en los servicios y formas de vida de sus habitantes, la contabilidad de este capital en los indicadores económicos de la localidad, o de su contribución a indicadores económicos de otros territorios de mayor escala, de los cuales forma parte, la existencia de una normatividad que regule el uso de los recursos naturales, y de procesos económicos que emplean estos recursos, difusión de los recursos y problemáticas que se tienen en el territorio relacionados con el capital natural, el fomento de conciencia sobre las problemáticas del medio ambiente entre la población y sus consecuencias, la valoración de este capital natural, recursos financieros para su cuidado y conservación, así como todo un proceso de institucionalización de esta gestión.


Es importante señalar, que igualmente la planeación debe tener la característica de ser flexible, es decir, que puede sufrir modificaciones, de acuerdo con las condiciones y circunstancias del territorio, o bien debido a las evaluaciones realizadas del proceso, para responder mejor a las necesidades o desafíos que se presentan para alcanzar la visión de desarrollo que la comunidad territorial ha establecido (Sepúlveda, 2008).


Sin lugar a dudas, uno de los principales retos que existen para conseguir que se despliegue una gestión territorial sostenible en una localidad, región o país, es el de procurar la participación social, que implica no sólo que exista el interés de los ciudadanos por su territorio y sus recursos, sino su plena participación en el diseño, ejecución y evaluación de planes de desarrollo, o al menos en ciertos proyectos o programas. Entendiendo por la plena participación de los ciudadanos, no sólo que emitan su opinión sobre los problemas que existen en su territorio, sino que se cuente con mecanismos, que les ofrezcan capacitación, herramientas y formas de organización que posibiliten su participación en la toma de decisiones sobre estos planes y la promoción de acciones favorecedoras para su territorio, más aún, que adquieran compromisos en la propia gestión del territorio.


Para lograr esta participación de los ciudadanos en la gestión sostenible de su territorio, es fundamental que los gobiernos locales encabecen esta iniciativa, que desarrollen la capacidad de lograr concertación de objetivos, estrategias y acciones entre los distintos actores locales, que garanticen a todos los grupos sociales del territorio el acceso a foros de toma de decisión, asuman la responsabilidad de dirigir el proceso de planificación y gestión sostenible del territorio, ya que se requiere de coordinación, concertación, de creación de sinergias para establecer una visión estratégica de desarrollo local, pero sin olvidar que la localidad se articula con otros territorios de otras escalas, estatal, federal e internacional.


Conclusiones


Sin duda, es de vital importancia que las comunidades locales puedan diseñar, ejecutar y evaluar planes de desarrollo para sus territorios, concretamente planes de desarrollo locales, de los cuales derive una gestión sostenible de su espacio geográfico, lo que implica justamente una gestión de su capital natural, que contemple su valoración, uso y aprovechamiento sostenible por los actores que actúan en el territorio.


Esta gestión sostenible del capital natural requiere una visión holística del territorio, ya que en realidad los procesos económicos, sociales, culturales y políticos tienen un impacto en el medio ambiente, el cual a su vez contribuye a que puedan ocurrir estos procesos y más aún, porque este medio constituye el soporte de la vida. Ciertamente, la gestión del territorio debe partir de la consideración de que la interacción sociedad naturaleza, es una interacción compleja, puesto que todos los procesos y actividades que desarrollamos los seres humanos constituyen interacciones que establecemos con el medio ambiente e implican formas de uso y aprovechamiento de los recursos naturales.


Por ello, los habitantes de cada territorio deben conocer cuál es el capital natural con el que cuentan y en que condición se encuentra, saber cuál es su contribución en los procesos e indicadores económicos, así como su participación en sus formas de vida, de cosmovisión e identidad, porque con base en este conocimiento pueden participar de mejor manera en su gestión. El conocimiento del capital natural, pero fundamentalmente su gestión territorial sostenible puede convertirse en una estrategia fundamental para el logro de un desarrollo local en el que se privilegie la sostenibilidad y el logro de una interacción sociedad-naturaleza de cuidado y salvaguarda de los recursos y servicios que nos provee la naturaleza, de la cual formamos parte. Una gestión que lleve a un desarrollo del territorio en el que prevalezcan los principios de equidad, sostenibilidad y bienestar común.
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